DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Francisco I. Madero, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, una superficie de 4,000 M2, que es parte del Lote número 6 de la Manzana 10 de la zona 1 del Poblado de Jaboncillo del mismo municipio, a fin de formalizar su enajenación a título gratuito a favor del Poder Judicial del Estado, y sea destinado al Proyecto de construcción de un Juzgado de Primera Instancia.  

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 9 de septiembre del año 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Francisco I. Madero, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, una superficie de 4,000 M2, que es parte del Lote número 6 de la Manzana 10 de la zona 1 del Poblado de Jaboncillo del mismo municipio, a fin de formalizar su enajenación a título gratuito a favor del Poder Judicial del Estado, y sea destinado al Proyecto de construcción de un Juzgado de Primera Instancia.  

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual con fecha 23 de junio del 2003, y por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó autorizar la desincorporación del régimen del dominio público municipal, una superficie de 4,000 M2, que es parte del Lote número 6 de la Manzana 10 de la zona 1 del Poblado de Jaboncillo del mismo municipio, a fin de formalizar su enajenación a título gratuito a favor del Poder Judicial del Estado, y sea destinado al Proyecto de construcción de un Juzgado de Primera Instancia. La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Noroeste:     En 80.00 metros colinda con la Autopista Torreón-San Pedro.

Al Noreste:       En 50.00 metros colinda con fracción de la misma propiedad.

Al Sureste:        En 80.00 metros colinda con fracción de la misma propiedad.

Al Suroeste:      En 50.00 metros colinda con terrenos de la Gasera Imperial.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Francisco I. Madero ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Francisco I. Madero, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un área municipal con una superficie de 4,000 M2, que es parte del Lote número 6 de la Manzana 10 de la zona 1 del Poblado de Jaboncillo del mismo municipio, a fin de formalizar su enajenación a título gratuito a favor del Poder Judicial del Estado, y sea destinado al Proyecto de construcción de un Juzgado de Primera Instancia.  

Al Noroeste:     En 80.00 metros colinda con la Autopista Torreón-San Pedro.

Al Noreste:       En 50.00 metros colinda con fracción de la misma propiedad.

Al Sureste:        En 80.00 metros colinda con fracción de la misma propiedad.

Al Suroeste:      En 50.00 metros colinda con terrenos de la Gasera Imperial.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, septiembre 29 del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa
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Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal
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Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Acueducto, a fin de permutar dicha superficie por otro predio propiedad de la Asociación de Licenciadas en Derecho”, y sea destinado a la construcción de sus instalaciones para brindar apoyo a la comunidad y contribuir al bienestar social. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el 15 de enero del año 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Acueducto, a fin de permutar dicha superficie por otro predio propiedad de la Asociación de Licenciadas en Derecho”, y sea destinado a la construcción de sus instalaciones para brindar apoyo a la comunidad y contribuir al bienestar social. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta, mediante el cual fue aprobado el 21 de febrero del año 2002, conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporación del dominio público municipal, un predio ubicado en el fraccionamiento Acueducto, con una superficie de 372.00 M2, el cual cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:        En 24.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:           En 22.50 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:     En 16.00 metros y colinda con calle Francisco de Urdiñola.

Al Poniente:   En 16.10 metros y colinda con área municipal.

La propiedad municipal forma parte de una extensión mayor y se encuentra inscrita a favor del municipio de Saltillo, bajo la partida 79924, libro 800, sección I, de fecha 1° de octubre del 2000. 

QUINTO. Que el objeto de la desincorporación es para permutar dicha superficie por otro predio propiedad de la “Asociación de Licenciadas en Derecho”, con una superficie de 486.00 M2 ubicado en el fraccionamiento Villas de la Aurora y la asociación lo destine a la construcción de sus instalaciones para brindar apoyo a la comunidad y contribuir al bienestar social. 

La propiedad de la Asociación de Licenciadas en Derecho, se encuentra inscrita, bajo la partida 6227, libro 6132, de fecha 15 de febrero de 1999, misma que cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:        En 20.20 metros y colinda con estacionamiento de uso común.

Al Sur:           En 12.20 metros y colinda con área municipal.

Al Oriente:   En 30.00 metros y colinda con área donada a las Damas del Instituto Tecnológico de Saltillo.

Al Poniente:   En 31.00 metros y colinda con propiedad privada.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un bien del dominio público, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, para que desincorpore del dominio público, un predio ubicado en el fraccionamiento Acueducto, con una superficie de 372.00 M2, a fin de enajenarla a título de permuta a favor de la Asociación de Licenciadas en Derecho, por otro inmueble propiedad de dicha Asociación, a fin de que sea destinado a la construcción de sus instalaciones para brindar apoyo a la comunidad y contribuir al bienestar social. 

La propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:        En 24.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:           En 22.50 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:     En 16.00 metros y colinda con calle Francisco de Urdiñola.

Al Poniente:   En 16.10 metros y colinda con área municipal.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerán un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, septiembre 29 del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal del Ayuntamiento de Saltillo, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, una superficie ubicada en la Colonia Bellavista, así como a celebrar un contrato de enajenación a título oneroso en favor de varias personas interesadas de la misma colonia, con el propósito de regularizar la tenencia de la tierra y fomentar la vivienda.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal del Ayuntamiento de Saltillo, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, una superficie ubicada en la Colonia Bellavista, así como a celebrar un contrato de enajenación a título oneroso en favor de varias personas interesadas de la misma colonia, con el propósito de regularizar la tenencia de la tierra y fomentar la vivienda.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual fue aprobado el 2 de octubre del año 2002, conforme al cual por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó autorizar la desincorporación del dominio público municipal, de un terreno ubicado en la colonia Bellavista, con una superficie de 1,280.80 M2, a fin de enajenar dicha superficie a título oneroso a favor de varias personas interesadas, con objeto de regularizar la tenencia de la tierra y fomentar la vivienda.                                 . 

La propiedad municipal que forma parte de una extensión mayor se encuentra inscrita a favor del municipio de Saltillo, y se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    
En 23.60 m. y 36.80m., y colinda con Privada Agustín Ramírez y propiedad privada.

Al Sur:       En 15.00m. y 21.00 m., y colinda con Andador Peatonal, Calle Alfredo V. Bonfil y Andador Peatonal.

Al Oriente: 
En 20.80 m., 21.00 m., y 15.50 m., y colinda con propiedad privada y calle Constitución.  

Al Poniente:  En 28.80 m, y 17.50 m., y colinda con propiedad privada. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la superficie en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un terreno, con superficie de 1,280.80 M2, a fin de enajenar dicha superficie a título oneroso a favor de varias personas interesadas, con objeto de regularizar la tenencia de la Tierra y fomentar la vivienda. La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    
En 23.60 m. y 36.80m., y colinda con Privada Agustín Ramírez y propiedad privada.

Al Sur:       En 15.00m. y 21.00 m., y colinda con Andador Peatonal, Calle Alfredo V. Bonfil y Andador Peatonal.

Al Oriente: 
En 20.80 m., 21.00 m., y 15.50 m., y colinda con propiedad privada y calle Constitución.  

Al Poniente:  En 28.80 m, y 17.50 m., y colinda con propiedad privada. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Saltillo, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un excedente de vialidad localizado en la Prolongación de la calle Tenazas del Fraccionamiento La Fragua a fin enajenar a título oneroso en favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 de junio del 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Saltillo, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, a fin enajenar a título oneroso en favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que de conformidad con los artículos 19 y 21 del Reglamento de Construcciones para el Estado de Coahuila, las áreas que aparezcan destinadas a la vía pública, al uso común o algún servicio público se considerarán por ese sólo hecho como bienes del dominio público del Municipio o del Estado según corresponda, y es  el caso, que el predio que de cual se solicita su enajenación, es y se encuentra considerado como área de vialidad, más sin embargo de conformidad con el documento que expide la Dirección General de Policía Preventiva Municipal, la desincorporación de dicha superficie no afecta el funcionamiento vial del sector, por lo que dictamina factible su afectación.
QUINTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual fue aprobado el 13 de diciembre del año 2002, conforme al cual por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó autorizar la desincorporación del dominio público municipal, de un excedente de vialidad, ubicado en el fraccionamiento La Fragua, con una superficie de 202.50 M2, a fin de enajenar dicha superficie a título oneroso a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza, por considerarse inadecuada su continuidad como vialidad. 

La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    En 13.50 Mts. y colinda con propiedad privada.

Al Sur:       En 13.50 Mts. y colinda con calle Níquel.

Al Oriente: En 15.00 Mts. y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:  En 15.00 Mts. y colinda con propiedad solicitante.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de la vialidad en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un excedente de vialidad, con superficie de 202.50 M2, a fin de enajenar dicha vialidad a título oneroso a favor del C. Jesús Arón Uresti Mendoza, por considerarse inadecuada su continuidad como vialidad.                          

La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    En 13.50 Mts. y colinda con propiedad privada.

Al Sur:       En 13.50 Mts. y colinda con calle Níquel.

Al Oriente: En 15.00 Mts. y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:  En 15.00 Mts. y colinda con propiedad solicitante.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
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DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Saltillo, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, un excedente de vialidad ubicado en el Boulevard Trece, entre las calles Gregorio Torres y Antonio Guerra del Fraccionamiento Federico Berrueto Ramón a fin enajenar a título oneroso en favor de los C.C. Marina Martínez Rangel, Pascual Moreno Briones, José Manuel Garza Briones, Alfredo Aguilar Hernández.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 24 de junio del 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Saltillo, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal, a fin de enajenar a título oneroso en favor de los C.C. Marina Martínez Rangel, Pascual Moreno Briones, José Manuel Garza Briones, Alfredo Aguilar Hernández.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que de conformidad con los artículos 19 y 21 del Reglamento de Construcciones para el Estado de Coahuila, las áreas que aparezcan destinadas a la vía pública, al uso común o algún servicio público se considerarán por ese sólo hecho como bienes del dominio público del Municipio o del Estado según corresponda, y es  el caso, que el predio que de cual se solicita su enajenación, es y se encuentra considerado como área de vialidad, más sin embargo de conformidad con el documento que expide la Dirección de Preventiva Municipal, la desincorporación de dicha superficie no afecta el funcionamiento vial del sector, por lo que dictamina factible su afectación.

QUINTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual fue aprobado el 13 de diciembre del año 2002, conforme al cual por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó autorizar la desincorporación del dominio público municipal, de un excedente vial ubicado en el Boulevard Trece entre las calles Gregorio Torres y Antonio Guerra de la colonia Federico Berrueto Ramón, con una superficie de 100.94 M2, a fin de enajenar dicha vialidad a título oneroso a favor de los C.C. Marina Martínez Rangel, Pascual Moreno Briones, José Manuel Garza Briones, Alfredo Aguilar Hernández con objeto de fomentar la vivienda y para evitar que se siga utilizando como tiradero de basura y lugar propicio para el vandalismo. 

La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    En 9.80 metros y colinda con propiedad de los solicitantes.

Al Sur:       En 9.80 metros y colinda con propiedad de los solicitantes.

Al Oriente: En 10.30 metros y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:  En 10.30 metros y colinda con Blvd.13.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un excedente de vialidad en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un excedente de vialidad ubicado en el Boulevard Trece, entre las calles Gregorio Torres y Antonio Guerra del Fraccionamiento Federico Berrueto Ramón, con una superficie de 100.94 M2, a fin de enajenar dicho excedente de vialidad a título oneroso a favor de los C.C. Marina Martínez Rangel, Pascual Moreno Briones, José Manuel Garza Briones, Alfredo Aguilar Hernández, con objeto de fomentar la vivienda y para evitar que se siga utilizando como tiradero de basura y lugar propicio para el vandalismo. La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    En 9.80 metros y colinda con propiedad de los solicitantes.

Al Sur:       En 9.80 metros y colinda con propiedad de los solicitantes.

Al Oriente: En 10.30 metros y colinda con propiedad privada.

Al Poniente:  En 10.30 metros y colinda con Blvd.13.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 29 de septiembre del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Saltillo, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para permutar una superficie propiedad municipal de 288.00 metros cuadrados, ubicada en el Fraccionamiento Acueducto de esta ciudad, por otro terreno propiedad de Marco Antonio del Valle de la Peña y que fuera afectado. 

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 2 de septiembre del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Saltillo, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para permutar una superficie propiedad municipal de 288.00 metros cuadrados, ubicada en el Fraccionamiento Acueducto de esta ciudad, por otro terreno propiedad de Marco Antonio del Valle de la Peña y que fuera afectado. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el Municipio de Saltillo, se localiza un bien inmueble propiedad municipal de 288.00 metros cuadrados ubicado en el Fraccionamiento Acueducto de esta ciudad. 

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 13 de diciembre del 2002, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la desincorporación de un bien inmueble propiedad municipal ubicado en el Fraccionamiento Acueducto, a fin de enajenarlo a título de permuta a favor del C. Marco Antonio del Valle de la Peña, en virtud de habérsele afectado un bien inmueble de su propiedad. 

 Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Saltillo, Coahuila, para permutar una superficie propiedad municipal de 288.00 metros cuadrados, ubicada en el Fraccionamiento Acueducto de esta ciudad, por otro terreno ubicado en el Fraccionamiento Privadas Luxemburgo, propiedad de Marco Antonio del Valle de la Peña y que fue afectado. El inmueble propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte: En 24.00 metros y colinda con área municipal.

Al Sur: En 24.00 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente: En 12.00 metros y colinda con calle Francisco de Urdiñola.

Al Poniente: En 12.00 metros y colinda con área municipal.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Saltillo, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, en el tiempo que dure el ejercicio constitucional de la administración municipal 2003-2005, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, septiembre 8 del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Villas de San Miguel, a fin de enajenar a título de permuta dicha superficie a favor de los CC. María Magdalena y Alberto Jorge de apellidos Jaubert Tafich, en virtud de que se les afecto un inmueble de su propiedad, por la construcción del par vial en el tramo prolongación de la calle Carlos Santana.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el 14 de abril del año 2003, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Villas de San Miguel, a fin de enajenar a título de permuta dicha superficie a favor de los CC. María Magdalena y Alberto Jorge de apellidos Jaubert Tafich, en virtud de que se les afecto un inmueble de su propiedad, por la construcción del par vial en el tramo prolongación de la calle Carlos Santana.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva del Pleno del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta, mediante el cual fue aprobado el 13 de diciembre del año 2002 conforme al cual se decidió por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporación del dominio público municipal de un predio ubicado en el fraccionamiento Villas de San Miguel, a fin de resarcir con el mismo a los CC. María Magdalena y Alberto Jorge de apellidos Jaubert Tafich, en virtud de que se les afecto un inmueble de su propiedad, por la construcción del par vial en el tramo prolongación de la calle Carlos Santana, la propiedad municipal cuenta con las siguiente medidas y colindancias.

Al Norte:  En  dos medidas la primera de 12.00 metros y colinda con calle Villa del            Naple, la segunda haciendo un quiebre de 16.80 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:        En 25.18 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:  En 25.00 metros y colinda con el lote N0. 9 de la manzana 6.

Al Poniente:   En 29.50 metros y colinda con propiedad privada.

La propiedad municipal que forma parte de una extensión mayor se encuentra inscrita a favor del municipio de Saltillo, bajo la partida 98837, libro 989, sección I, de fecha 29 de noviembre del 2001. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un bien del dominio público, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, para que desincorpore del dominio público, un predio ubicado en el fraccionamiento San Miguel, con una superficie de 752.58 metros cuadrados, a fin de enajenar a título de permuta dicha superficie a favor de los CC. María Magdalena y Alberto Jorge de apellidos Jaubert Tafich, en virtud de que se les afecto un inmueble de su propiedad, por la construcción del par vial en el tramo prolongación de la calle Carlos Santana.

La propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:  En  dos medidas la primera de 12.00 metros y colinda con calle Villa del  Naple, la segunda haciendo un quiebre de 16.80 metros y colinda con área municipal.

Al Sur:        En 25.18 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:  En 25.00 metros y colinda con el lote N0. 9 de la manzana 6.

Al Poniente:   En 29.50 metros y colinda con propiedad privada.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerán un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, septiembre 29 del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura, con relación al expediente formado con motivo de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Urdiñola, a fin de enajenar a título gratuito dicha superficie a favor del C. Juan Hernández Urbina y regularizar la tenencia de la tierra.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el 15 de julio del año 2002, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal de Saltillo, para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Urdiñola, a fin de enajenar a título gratuito dicha superficie a favor del C. Juan Hernández Urbina y regularizar la tenencia de la tierra.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta, mediante el cual fue aprobado el 31 de enero del año 2002, conforme al cual se decidió por unanimidad partes de los miembros integrantes del cabildo autorizar la desincorporación del dominio público municipal, un predio ubicado en el fraccionamiento para que se autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal una superficie ubicada en el fraccionamiento Urdiñola, a fin de enajenar a título gratuito dicha superficie de 220.99 M2, a favor del C. Juan Hernández Urbina y regularizar la tenencia de la tierra, dicha superficie cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:        En 19.70 metros y colinda con propiedad privada.

Al Sur:           En 19.60 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:     En 11.55 metros y colinda con área verde.

Al Poniente:   En 11.00 metros y colinda con boulevard Ildefonso Villarello.

La propiedad municipal que forma parte de una extensión mayor se encuentra inscrita a favor del municipio de Saltillo, bajo la partida 4787, foja 13, libro 15-B, sección I, de fecha 30 de septiembre del 1981. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Saltillo ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación de un bien del dominio público, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Saltillo, para que desincorpore del dominio público, un predio ubicado en el fraccionamiento Urdiñola, a fin de enajenar a título gratuito dicha superficie de 220.99 M2, a favor del C. Juan Hernández Urbina y regularizar la tenencia de la tierra.

La propiedad municipal cuenta con las siguientes medidas y colindancias:

Al Norte:        En 19.70 metros y colinda con propiedad privada.

Al Sur:           En 19.60 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente:     En 11.55 metros y colinda con área verde.

Al Poniente:   En 11.00 metros y colinda con boulevard Ildefonso Villarello.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerán un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, septiembre 29 del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del  Estado, con relación a la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Torreón, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal y enajenar a título gratuito a favor de la Secretaría de Educación Pública del Estado, un predio ubicado en la Manzana 34 del Fraccionamiento Campo Nuevo Zaragoza, el cual se destinará a la construcción de una escuela de nivel preescolar y primaria.

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente, se dio cuenta de la iniciativa de decreto enviada por el presidente municipal del ayuntamiento de Torreón, para que se le autorice a desincorporar del régimen del dominio público municipal y enajenar a título gratuito a favor de la Secretaría de Educación Pública del Estado, un predio ubicado en la Manzana 34 del Fraccionamiento Campo Nuevo Zaragoza, el cual se destinará a la construcción de una escuela de nivel preescolar y primaria.

SEGUNDO. Que por acuerdo del presidente de la mesa directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 102, fracción II, numeral 2 del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal.

SEGUNDO. Que, así mismo, el segundo párrafo del Artículo 276 del Código Financiero para los municipios del Estado, dispone que los bienes del dominio público sólo podrán ser enajenados mediante el acuerdo de autorización de las dos terceras partes de los miembros del ayuntamiento, previo decreto de desincorporación dictado por el Congreso del Estado y conforme a las disposiciones aplicables.

TERCERO. Que, entre los casos en que procede la autorización para enajenar bienes inmuebles del dominio público municipal, se señala el correspondiente a la disposición de los mismos, para destinarlos al fomento de la vivienda, regularización de la tenencia de la tierra o cualesquiera otra necesidad de interés público.    

CUARTO. Que, de las constancias que obran en el expediente, se acompaña copia certificada del acuerdo, que consta en el acta y mediante el cual fue aprobado el 27 de junio del año 2003, conforme al cual por unanimidad de los miembros integrantes del cabildo se acordó autorizar la desincorporación del dominio público municipal, de un predio ubicado en la Manzana 34 del Fraccionamiento Campo Nuevo Zaragoza, con una superficie de 6,884.72 M2, a fin de enajenar dicho predio a título gratuito a favor de la Secretaría de Educación Pública, para la construcción de una escuela de nivel preescolar y primaria. 

La propiedad municipal que forma parte de una extensión mayor se encuentra inscrita a favor del municipio de Torreón, bajo la partida 1848, Tomo B, foja 211, libro 44, sección I, de fecha 7 de noviembre del 2001. La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    En 124.74 metros y colinda con calle Campo de Iris.

Al Sur:       En 124.74 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente: En 63.53 metros y colinda con Avenida Campo de las Violetas.

Al Poniente:  En en 63.53 metros y colinda con Avenida del Campo Los Rosales.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, y toda vez que se advierte que el municipio de Torreón ha cubierto los requisitos, para la procedencia de la desincorporación del predio en mención, esta comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Municipio de Torreón, Coahuila, para que desincorpore del régimen del dominio público municipal, un predio ubicado en la Manzana 34 del Fraccionamiento Campo Nuevo Zaragoza, con superficie de 6,884.72 M2, a fin de enajenar dicho predio a título gratuito a favor de la Secretaría de Educación Pública del Estado, para la construcción de escuela de nivel preescolar y primaria. La superficie en mención se identifica de la siguiente manera:

Al Norte:    En 124.74 metros y colinda con calle Campo de Iris.

Al Sur:       En 124.74 metros y colinda con propiedad privada.

Al Oriente: En 63.53 metros y colinda con Avenida Campo de las Violetas.

Al Poniente:  En en 63.53 metros y colinda con Avenida del Campo Los Rosales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Para que el municipio pueda disponer de este bien inmueble, para cumplir con lo que se dispone en el artículo que antecede, el ayuntamiento, conforme a lo que señalan los artículos 273 y 276 el Código Financiero para los municipios del Estado, acordará las formalidades que deberán satisfacerse y establecerá un plazo cierto y determinado para su formalización.

Así mismo, dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución correspondiente, deberá enviar ésta al Congreso del Estado, para que se resuelva sobre la validez o invalidez del acuerdo, por lo que el ayuntamiento no podrá formalizar la operación hasta en tanto este Congreso declare la validez de la misma y quede firme dicha resolución. 

TRANSITORIO

ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 29 de septiembre del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título de permuta un predio ubicado en el lote 3 de la manzana 31 del Fraccionamiento La Merced a favor de Zeferino Lugo González.

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 19 de agosto del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Torreón, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título de permuta un predio ubicado en el lote 3 de la manzana 31 del Fraccionamiento La Merced a favor de Zeferino Lugo González.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el Municipio de Torreón, se localiza un bien inmueble propiedad municipal ubicado en el Lote 3 de la Manzana 31 del Fraccionamiento Rincón de La Merced, con una superficie de 910.00 M2.

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 9 de diciembre del 2002, en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título de permuta de un bien inmueble propiedad municipal, para compensar la afectación al C. Zeferino Lugo González por la afectación de un predio de su propiedad para la ampliación de una vialidad. 

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Torreón, Coahuila, para enajenar a título de permuta a favor del C. Zeferino Lugo González, un bien inmueble ubicado en el Lote 1 de la manzana 31 del Fraccionamiento La Merced, cuya superficie es de 910.00 M2, con las siguientes medidas y colindancias:

Al Noreste: En 13.00 mts. Colindando con Lote 2.

Al Sureste: En 70.00 mts. Colindando con Calle Hilandera La Fe.

Al Suroeste: En 13.00 mts. Colindando con Calle de los Zapatos.

Al Noroeste: En 70.00 mts. Colindando con Lote 2.

SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Torreón, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la enajenación que se autoriza, en el plazo de doce meses, contados a partir del día siguiente a la publicación del presente  decreto, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a la enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a Agosto 27, 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

DICTAMEN de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación al oficio del Presidente Municipal de Sacramento, Coahuila, mediante el cual solicita que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno que constituyen el asentamiento irregular denominado 7 de abril y que están ubicados en una superficie considerada como bien del dominio privado de dicho municipio, en virtud del decreto número 15, expedido el 18 de marzo de 2003 y publicado en el Periódico Oficial número 41 del 23 de mayo de 2003. 

RESULTANDO

PRIMERO. Con fecha 19 de agosto del año 2003, se recibió una iniciativa de decreto enviada por el Presidente Municipal de Sacramento, para que se declare la validez o invalidez del acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título oneroso los lotes de terreno que constituyen el asentamiento irregular denominado 7 de abril y que están ubicados en una superficie considerada como bien del dominio privado de dicho municipio, en virtud del decreto número 15, expedido el 18 de marzo de 2003 y publicado en el Periódico Oficial número 41 del 23 de mayo de 2003. 

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso se turnó dicha iniciativa a esta Comisión, para su estudio y en su caso dictamen y;

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 102, fracción II, inciso 2, del Código Municipal, los Ayuntamientos están facultados para acordar el destino o uso de los bienes muebles o inmuebles y de toda propiedad municipal. 

SEGUNDO. Que, así mismo el último párrafo del artículo 278 del Código Financiero señala que .... tratándose de la enajenación de inmuebles de dominio privado del Ayuntamiento, sea a título oneroso o gratuito, se requerirá del acuerdo de autorización de las dos terceras partes de sus miembros, conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.
TERCERO. Que, por su parte el artículo 273 en su tercer párrafo señala que: El Congreso del Estado podrá invalidar las resoluciones de los Ayuntamientos en los casos en que dicten resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al municipio por un plazo mayor al período del ayuntamiento, cuando dejen de observar o contravengan las disposiciones aplicables. En estos casos, el Ayuntamiento dentro de los cinco días hábiles siguientes de haber dictado la resolución de que se trate, deberá enviarla al Congreso del Estado, el cual dentro de los treinta días naturales siguientes determinará su validez o invalidez de acuerdo con las disposiciones aplicables.
CUARTO. Que de las constancias que se anexan al expediente, se advierte que en el  Municipio de Sacramento, se localizan los lotes de terreno que constituyen el asentamiento irregular denominado 7 de abril y que están ubicados en una superficie considerada como bien del dominio privado de dicho municipio.

QUINTO. Que, así mismo, se acompaña copia certificada del acta de la sesión de cabildo de fecha 18 de Agosto del 2003 en la que se contiene el acuerdo conforme al cual se decidió por las dos terceras partes de los miembros integrantes del Cabildo autorizar la enajenación a título oneroso los lotes de terreno que constituyen el asentamiento irregular denominado 7 de abril y que están ubicados en una superficie considerada como bien del dominio privado de dicho municipio. 

El objeto de la validación es el de enajenar dichos lotes a sus actuales poseedores.

Por los motivos que se exponen en los considerandos que anteceden, esta Comisión somete a su consideración, para su discusión y en su caso aprobación el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se valida el acuerdo aprobado por el Ayuntamiento de Sacramento, Coahuila, para enajenar a título oneroso a favor de sus actuales poseedores, los lotes de terreno propiedad municipal que constituyen el asentamiento irregular denominado 7 de abril propiedad y que se identifica de la siguiente manera:

	EST.
	P.V.
	DISTANCIA
	RUMBO
	V
	X
	Y

	1
	2
	300.00
	N66° 00’ 50” E
	2
	523.69
	121.95

	2
	3
	50.00
	N23° 59’ 10” W
	3
	503.37
	167.64

	3
	4
	483.00
	N27° 42’ 06” E
	4
	728.35
	596.14

	4
	5
	300.00
	N23° 59’ 10” W
	5
	606.40
	870.23

	5
	6
	100.00
	S66° 00’ 50” W
	6
	515.03
	829-58

	6
	7
	20.00
	S25° 33’ 38” W
	7
	506.40
	847.62

	7
	8
	100.00
	S40° 07’ 13” W
	8
	441.96
	771.15

	8
	9
	150.00
	N78° 55’ 58” E
	9
	589.18
	799.95

	9
	10
	425.00
	S67° 00’ 50” W
	10
	197.92
	633.98

	10
	11
	35.00
	S27° 14’ 12” W
	11
	213.94
	602.86

	11
	12
	218.00
	S78° 55’ 23” W
	12
	0.00
	560.98

	12
	1
	614.00
	S23° 59’ 10” W
	1
	249.60
	0.00


SEGUNDO. El Ayuntamiento del Municipio de Sacramento, por conducto de su Presidente Municipal o de su Representante legal acreditado, deberán formalizar la operación que se autoriza y proceder a la escrituración correspondiente.

TERCERO. En el supuesto de que no se formalice la operación que se autoriza, en el tiempo que dure el ejercicio constitucional de la administración municipal 2003-2005, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo, requiriéndose en su caso de nueva autorización legislativa para proceder a enajenación del citado inmueble.

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. El presente decreto entrará en vigor a partir del día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila,  septiembre 8 del 2003.

COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

Dictamen de la Comisión de Finanzas de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado, con relación a la iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del señor José Barraza de la Cruz. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 9 de septiembre del 2003, se recibió iniciativa de Decreto enviada por el Ejecutivo del Estado, para que se le autorice a otorgar una pensión vitalicia a favor del señor José Barraza de la Cruz.

SEGUNDO. Que conforme a lo acordado por el Presidente de la Mesa Directiva de la Diputación Permanente del Congreso dicho expediente se turnó a la Comisión de Finanzas para su estudio y dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Es propósito del Ejecutivo Estatal reconocer a aquellas personas que colaboraron en la Administración Pública del Estado, particularmente en el desempeño de funciones encaminadas a mantener la seguridad pública en el estado, y que en cumplimiento de esas funciones han sufrido algún accidente.

SEGUNDO.- El señor José Barraza de la Cruz se desempeñó como Agente de la Policía Ministerial destacamentado en la ciudad de Torreón, Coahuila, y con fecha 21 de mayo de 1994 sufrió un accidente de trabajo en cumplimiento de su deber causándole ello una incapacidad total y permanente.

TERCERO. En virtud de lo anterior, esta Comisión encuentra justificada la solicitud del Ejecutivo Estatal para  proponer a esta Legislatura se otorgue una pensión vitalicia al señor José Barraza de la Cruz, por lo que nos permitimos someter para su estudio, resolución y en su caso aprobación, , el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que otorgue una pensión vitalicia al señor José Barraza de la Cruz, por la cantidad de $3,000.00 (Tres Mil Pesos 00/100 M.N.) mensuales.

ARTÍCULO SEGUNDO. Se autoriza al Ejecutivo Estatal para que la pensión a que se alude en el artículo anterior, sea incrementada de acuerdo y en proporción al porcentaje de aumento que en el futuro se autorice para los trabajadores al servicio del Gobierno del Estado. 

ARTÍCULO TERCERO. La pensión a que se hace mención en el presente decreto será pagada al señor José Barraza de la Cruz por la Secretaría de Finanzas de la Administración Pública Estatal, con cargo a la partida correspondiente del Presupuesto de Egresos del Estado. 

ARTÍCULO CUARTO. La pensión a que se refiere el presente decreto será incompatible con cualquiera otra que otorgue el Gobierno del Estado, por lo que en caso contrario, quedarán sin efecto las disposiciones del mismo.

ARTÍCULO QUINTO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto, al fallecimiento de su titular deberá pagarse a la cónyuge del mismo, señora Martha Elena Figueroa García. Para estos efectos, dicha pensión se cubrirá en la cantidad y términos a que se refiere el presente decreto.

ARTÍCULO SEXTO. En caso de que la señora Martha Elena Figueroa García falleciere, o contrajera nuevas nupcias estando disfrutando de la pensión a que se refiere este decreto, será su hija, Martha Erika Barraza Figueroa quien continuará gozando, en los términos que señalen las disposiciones aplicables, de esta pensión sino hubiere fallecido, hasta su mayoría de edad o, en su caso, hasta la fecha en que concluya sus estudios superiores a una edad no mayor de 25 años y, para tal efecto, estará obligada a comprobar su calidad de estudiante cada período escolar ante la Secretaría de Finanzas del Gobierno Estatal. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. La pensión vitalicia que se otorga mediante este decreto quedará automáticamente cancelada al momento en que se verifique cualquiera de los supuestos previstos en el Artículo Sexto del mismo. 

TERCERO. Para los efectos de lo dispuesto en este decreto la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado deberá establecer los mecanismos necesarios para verificar con la periodicidad que estime conveniente que:

I. El beneficiario de la pensión que se otorga en este decreto no haya fallecido.

II. La señora Martha Elena Figueroa García no haya fallecido o contraído nuevas nupcias.

III. La menor no haya fallecido, alcanzado la mayoría de edad, o en su caso la de 25 años.

SALA de Comisiones del Congreso del Estado, en la ciudad de Saltillo, Coahuila, a 29 de septiembre del 2003.
COMISIÓN DE FINANZAS

Dip. Salomón Juan Marcos Issa

Coordinador

Dip. Gabriel Ramos Rivera

Dip. Fernando de la Fuente Villarreal

Dip. Latiffe Burciaga Neme

Dip. Ma. Eugenia Cázares Martínez

Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del estado, con relación al escrito que suscribe el C. Pablo Gil Gámez, Secretario General de la Unión de locatarios “Mario Gómez del Bosque”, mediante el cual interpone una denuncia en contra del C. Ernesto Saro Boardman, Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, por la realización de conducta constitutivas de responsabilidad e incumplimiento de un decreto emitido por el Congreso del Estado.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente, el día 1° de julio del 2003, se dio cuenta del  escrito que suscribe el C. Pablo Gil Gámez, Secretario General de la Unión de locatarios “Mario Gómez del Bosque”, mediante el cual interpone una denuncia en contra del C. Ernesto Saro Boardman, Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, por la realización de conducta constitutivas de responsabilidad e incumplimiento de un decreto emitido por el Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Mesa directiva de la Diputación Permanente, se turno el expediente a esta Comisión para los efectos legales procedentes.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad con lo previsto por los artículos 41 y 42 apartado 1 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que el C. Pablo Gil Gámez, señala en esencia lo siguiente:

Que en el año de 1996, la mesa directiva del mercado sobre ruedas de la ciudad de Ramos Arizpe, Coahuila, solicito al ayuntamiento, su intervención para de ser posible, se les facilitara un lote de terreno propiedad del municipio para la construcción de un mercado, en el sector oriente de aquella ciudad, concretamente en la colonia Blanca Esthela, que el ayuntamiento del municipio accedió a la petición y destino para tal fin, un  inmueble de 1540 M2 propiedad municipal, por lo que se solicito la autorización al Congreso con objeto de proceder a concesionar el inmueble de referencia a favor de los locatarios del citado mercado, que el 21 de enero de 1997 con decreto número 514 se autorizó al ayuntamiento de Ramos Arizpe, Coahuila para que a través del Presidente Municipal y Secretario del Ayuntamiento concesione el uso de un inmueble de 1540 M2 por un plazo que no excederá de 99 años, y que se hará a favor de 44 locatarios mencionados en el propio decreto, es el caso que el pasado 17 de junio del 2003 se presentó personal del ayuntamiento y comenzó a construir locales comerciales dentro del área que esta concesionada a los locatarios así como se levantaron árboles que se tenía en el área verde que se encuentra señalada en el plano general para así ellos construir locales comerciales. Que los locatarios demostraron su derecho con la concesión otorgada por el ayuntamiento, argumentado los funcionarios municipales que el decreto del Congreso no tenía validez.

Por lo que se solicita que este congreso intervenga para que deje de perturbar la propiedad de los locatarios “Mario Gómez del Bosque”.  

SEGUNDO. Con base en el escrito inicial, se advierte que los peticionarios solicitan que se tomen las medidas necesarias para que el Presidente Municipal se haga acreedor de las conductas constitutivas de responsabilidad administrativa. 

TERCERO. Ahora bien, es necesario precisar que de conformidad con el Título Sexto de la Constitución Política del Estado y los artículos 1º fracción III, 4º, 5º, 6º, 7º, 29, 30, 51, 54 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, existen tres clases de responsabilidades en que puede incurrir un servidor público con motivo o en el ejercicio de sus funciones; la “política”, la “penal” y la “administrativa”.

Que de las tres clases de responsabilidades, el Congreso es competente para conocer de la “política” y, además, para resolver la “Declaratoria de Procedencia en Materia Penal” a efecto de separar a ciertos servidores públicos de su encargo, previo el procedimiento correspondiente.

CUARTO. Ahora bien para que el Congreso, esté en posibilidad de incoar juicio político en contra de un servidor público, es necesario que exista denuncia de actos u omisiones de un servidor público que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen desempeño, y que además esos actos encuadren en cualquier supuesto previsto en el artículo 8 de la citada ley, lo que en el caso concreto no se especifica, ya que sólo se concretan en señalar que el Presidente Municipal ha incurrido en conductas constitutivas de responsabilidad administrativa, al enviar a diversos funcionarios municipales los cuales comenzaron a construir locales comerciales dentro de un  área destinada para área verde, con lo cual ha perturbado la propiedad de los locatarios.

De lo anteriormente señalado, se deriva la improcedencia de la petición, puesto que los hechos que se denuncian, pueden ser en un momento dado constitutivos de alguna responsabilidad administrativa, y en tal caso este Congreso, no es el órgano competente para iniciar algún  procedimiento, más sin embargo y toda vez que es interés de este Congreso impulsar el respeto a los derechos humanos en nuestro Estado, así mismo es respetuoso del marco jurídico constitucional y de los ordenamientos que regulan la vida interna de los municipios, considera necesario hacer una atenta recomendación al presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, a efecto de que procure un acercamiento con los denunciantes, para que por la vía del diálogo y la conciliación se pueda dar solución al conflicto aquí planteado.

Por los motivos, razones y fundamentos expuestos, ésta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con fundamento en los artículos 14, 30 y 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales somete para su conocimiento, discusión y en su caso aprobación el siguiente proyecto de:

D I C T A M E N 

PRIMERO. Por los razonamientos expuestos y fundados en el considerando cuarto de este dictamen, la denuncia de mérito ningún efecto puede producir más sin embargo y toda vez que es interés de este Congreso impulsar el respeto a los derechos humanos en nuestro Estado, así mismo es respetuoso del marco jurídico constitucional y de los ordenamientos que regulan la vida interna de los municipios, considera necesario hacer una atenta recomendación al Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila, a efecto de que procure un acercamiento con los denunciantes, para que por la vía del diálogo y la conciliación se pueda dar solución al conflicto aquí planteado.

SEGUNDO. Comuníquese el presente dictamen al C. Pablo Gil Gámez, así como al Presidente Municipal de Ramos Arizpe, mediante copia certificada del mismo, que para tal efecto expedirá Oficialía Mayor de este Congreso, misma que será enviada vía correo certificado al C. Pablo Gil Gámez al domicilio ubicado en calle Arroyo número 2020, colonia ampliación Blanca Esthela, de la ciudad de Ramos Arizpe, así mismo al Presidente Municipal de Ramos Arizpe, al domicilio que ocupa la presidencia municipal.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésima Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Eloisa Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre 8 del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza                               Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme                         Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup                               Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández                Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al oficio que envía el Congreso del Estado de Quintana Roo, mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo por el cual se determinó adherirse a un Punto de Acuerdo  aprobado por el Congreso del Estado de Puebla, en el cual se propone recomendar al Congreso de la Unión y a los órganos legislativos locales, que se reforme la Ley General de Protección Civil.

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 8 de julio del año 2003, se dio cuenta del oficio que remite el Congreso del Estado de Quintana Roo, mediante el cual se informa sobre la aprobación de un Acuerdo por el cual se determinó adherirse a un Punto de Acuerdo  aprobado por el Congreso del Estado de Puebla, en el cual se propone recomendar al congreso de la Unión y a los órganos legislativos locales, que se reforme la Ley General de Protección Civil.

SEGUNDO. Que dicho documento se turnó a esta Comisión, para los efectos que resulten procedentes y;

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente dictamen, de conformidad a lo dispuesto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexan al presente dictamen formando parte del mismo, el oficio  que presenta el Congreso del Estado de Quintana Roo, mismo que se tiene íntegramente  reproducido.

TERCERO. Ahora bien, en análisis del documento esta Comisión advierte que con vista en la propuesta que se nos formula y valorando el interés en todos los asuntos que se refieren a la seguridad de los habitantes de nuestro país, la prevención de emergencias y desastres, estima que debemos aprobar la propuesta de reforma y adherirnos a la misma en los términos que se ha solicitado.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de este Congreso, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO:

PRIMERO. La Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, se adhiere y apoya el acuerdo emitido por la LV Legislatura de Puebla, mediante el cual propone al Congreso de la Unión y a los Órganos Legislativos locales reformar la Ley General de Protección Civil en los siguientes términos:
Artículo 3.- .............................................................

XXIII.- COMISIÓN: A la comisión Nacional para la Prevención de Desastres.

Artículo 31.- ...........................................................

Se integrará un cuerpo colegiado denominado Comisión Nacional para la prevención de Desastres, por los 31 Estados de la Federación y el Gobierno del Distrito Federal, presidido por la Secretaría de Gobernación con la finalidad de obtener y administrar los recursos del fideicomiso preventivo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32.

Artículo 32.- ............................................................

Si el año de ejercicio respectivo no quedara remanente alguno, se podrá utilizar hasta un 20 por ciento de la cantidad que del fideicomiso correspondiente, a juicio de la instancia facultada para utilizarlo para acciones preventivas.

Los recursos para prevención a que alude este artículo, serán administrados en un  fideicomiso preventivo a cargo de la Comisión Nacional para la Prevención de Desastres.

SEGUNDO. Gírese atento oficio a las Cámaras de Diputados y Senadores mediante el cual se le comunique la adhesión de este Congreso al acuerdo mencionado en el apartado primero de este Punto de Acuerdo. 

TERCERO. Comuníquese el presente Punto de acuerdo a la Décima Legislatura del Estado de Quintana Roo , para los efectos procedentes.

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), diputado Carlos Támez Cuellar, diputada Latiffe Burciaga Neme, diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, diputado Miguel Felipe Mery Ayup, diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, diputado Luis Fernando Salazar Fernández, diputado Jesús de León Tello, diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre    del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza                               Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme                         Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup                               Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández                Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, en relación al escrito que suscriben las ciudadanas María Luisa Herrera Abrego y Claudia Griselda Reyes Herrera, residentes del Ejido Paredón del municipio de Ramos Arizpe, mediante el cual presentan una demanda en contra del Ingeniero Ernesto Saro  Boardman, por diversos hechos relacionados con obras no iniciadas y publicitadas como realizadas, actos en contra de la ecología, despido de servidores públicos que tienen propaganda del P.R.I., retiro de despensas a personas de la tercera edad que no apoyaron al P.A.N., suspensión de becas para las personas que están afiliadas al P.R.I.  

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente del Congreso el día 21 de julio del año 2003, se dio cuenta del escrito que suscriben las ciudadanas María Luisa Herrera Abrego y Claudia Griselda Reyes Herrera, residentes del Ejido Paredón del municipio de Ramos Arizpe, mediante el cual presentan una demanda en contra del Ingeniero Ernesto Saro Boardman, por diversos hechos relacionados con obras no iniciadas y publicitadas como realizadas, actos en contra de la ecología, despido de servidores públicos que tienen propaganda del P.R.I., retiro de despensas a personas de la tercera edad que no apoyaron al P.A.N., suspensión de becas para las personas que están afiliadas al P.R.I.  

SEGUNDO. Que por acuerdo del Presidente de la Diputación Permanente del Congreso se turnó el expediente a esta Comisión, para los efectos de estudio y dictamen.

C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Esta Comisión es competente para emitir el presente acuerdo, de acuerdo con lo previsto por los artículos 41 y 42, apartado 1, de la Ley Orgánica del Congreso del Estado.

SEGUNDO. Que se anexa al presente dictamen formando parte del mismo, el escrito que presentan las CC. María Luisa  Herrera Abrego y Claudia Griselda Reyes Herrera, el cual se tiene íntegramente por reproducido. 

TERCERO. De conformidad con el Título Sexto de la Constitución Política del Estado y los artículos 1º fracción III, 4º, 5º, 6º, 7º, 29, 30, 51, 54 y 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, existen tres clases de responsabilidades en que puede incurrir un servidor público con motivo o en el ejercicio de sus funciones; la “política”, la “penal” y la “administrativa”.

CUARTO. Que de las tres clases de responsabilidades, el Congreso sólo es competente para conocer de los casos de Juicio Político y en materia de responsabilidad penal para hacer la declaratoria de procedencia en materia penal y se pueda proceder en contra de ciertos funcionarios.

QUINTO. Ahora bien, de conformidad con segundo párrafo del artículo 14 y 30 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales puntualiza que las denuncias correspondientes deben ser ratificadas dentro de los tres días naturales de la fecha de su presentación; requisito de procedibilidad que se cumplió en el caso de la especie, en virtud de que dentro de tal término se ratificó ante este Congreso la denuncia. 

SEXTO. Que los artículos 163 de la Constitución Política del Estado y el artículo 6° y 31 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales señala quienes son los servidores públicos que pueden ser sujetos a juicio político, o bien para proceder penalmente en contra de ellos, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo.

SÉPTIMO. Ahora bien, la persona a quienes las denunciantes se refieren en su escrito, se encuentra dentro de los servidores públicos que pueden ser sujetos de juicio político o bien para que este Congreso conozca de un procedimiento para la declaratoria de procedencia en materia penal.

OCTAVO.  La solicitud de que este H. Congreso inicie juicio político y, en su oportunidad se pronuncie la declaratoria de procedencia en materia de responsabilidad penal, tiene su fundamento en los artículos 6, 7, 8, 9, 10, 11, 14 y 30 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila, de los anteriores preceptos legales, se desprenden las condiciones que se deben reunir para que el Congreso, esté en posibilidad de incoar juicio político en contra de un servidor público. 

En primer lugar es necesario que exista denuncia de actos u omisiones de un servidor público que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen desempeño, y que además esos actos encuadren en cualquier supuesto previsto en el artículo 8 de la citada ley, lo que en el caso concreto no se especifica, ya que omiten exponer el razonamiento conducente de su actualización en esos supuestos legales, y relacionar lo anterior con medios de prueba que, en el caso concreto omitieron aportar, lo cual es bastante para estimar improcedente la denuncia. Lo cual se infiere del propio artículo 14 de la citada Ley de Responsabilidades, al señalar que “Cualquier ciudadano ...... y presentando los elementos de prueba ... podrá formular por escrito de denuncia, fundada y motivada, ante el Congreso del Estado por las conductas de los servidores públicos...” y el segundo párrafo de ese mismo artículo establece que “ ... se turnará a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales para  que dictamine si la conducta atribuida corresponde a las enumeradas en el artículo 8°...” y señala que en el caso de que no estén acreditados estos supuestos “... declarará su improcedencia...”

NOVENO.  En efecto, es insuficiente la sola denuncia para que este Congreso pueda proceder a incoar un juicio político a un Presidente Municipal,  aún cuando esa denuncia se pueda referir a hechos que presuntamente constituyan falta ataque a la forma de gobierno del municipio y causen perjuicios, toda vez que es indispensable que previamente se reúnan los supuestos previstos en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos, y tener medios de prueba eficaces a fin de determinar si es procedente la denuncia y si esta cumple con las formalidades esenciales que contempla el artículo 14 de la citada ley. Sin que en el caso concreto se haya cumplido con ninguna de esas condiciones previas.

En consecuencia, si la denuncia incumple los requisitos que exigen los artículos 14 y 30 de la ley en consulta, ésta debe ser estimada improcedente por esta Comisión, según lo dispone el tercer párrafo del citado artículo 14 de la referida ley, al omitirse las condiciones de procedibilidad para la instauración de dicho juicio. 

Por lo anteriormente expuesto, motivado y fundado, ésta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con fundamento en los artículos 14, 30 y 32 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales, estima procedente emitir el presente proyecto de:

D I C T A M E N 

PRIMERO. Por los motivos, razones y fundamentos que se exponen en los Considerandos de este Dictamen, esta comisión estima improcedente la demanda de juicio político en contra del Ingeniero Ernesto Saro  Boardman,  Presidente Municipal de Ramos Arizpe, Coahuila. 
SEGUNDO. Comuníquese el presente dictamen a las CC. María Luisa Herrera Abrego y Claudia Griselda Reyes Herrera, mediante copia certificada del mismo, la cual será enviada vía correo certificado por conducto de oficialía Mayor al domicilio ubicado en calle Arnulfo García número 107, en el Ejido Paredón del municipio de Ramos Arizpe. 
Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila septiembre      del año 2003.

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza                               Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme                         Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup                               Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández                Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales con relación al expediente que se formó con motivo del oficio del Presidente Municipal de Sabinas, Coahuila quien informa sobre el fallecimiento del C. César Alberto Martínez Aguilar, Regidor de Representación Proporcional, para que, de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el substituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión. 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión del día 2 de septiembre del año en curso se dio cuenta del oficio número 462/03 de fecha 20 de agosto del año 2003; mediante el cual Presidente Municipal de Sabinas, Coahuila informa sobre el fallecimiento del C. César Alberto \Martínez Aguilar, Regidor de Representación Proporcional, para que, de acuerdo al procedimiento que corresponda sea nombrado por este Congreso el substituto que habrá de ocupar el cargo en cuestión. 

SEGUNDO. Que ambos escritos fueron turnados a esta Comisión, para estudio y dictamen, y; 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que el 13 de septiembre de 2002 se publicó en el Periódico Oficial N° 74, mediante el cual se dio a conocer la lista de Regidores por el principio de Representación proporcional del Ayuntamiento del Municipio de Sabinas, Coahuila; que estaría en funciones durante el período del 2003 -2005.

SEGUNDO. Que conforme al decreto antes mencionado Cesar Alberto Martínez Aguilar fue electo para desempeñar el cargo de Regidor del ayuntamiento de Sabinas. 

TERCERO. Que conforme al párrafo segundo del artículo 58 del Código Municipal, con relación al artículo 59 del mismo ordenamiento legal; es facultad del Congreso del Estado; o en su caso, de la diputación permanente; nombrar a los substitutos que cubran las vacantes de los munícipes de los Ayuntamientos del Estado.

CUARTO. Que la designación del sustituto del Regidor debe realizarse a favor de un candidato que figure en la lista de preferencia que proporcione cada partido político o coalición de acuerdo a lo dispuesto en la fracción V del artículo 26 de la Ley de Instituciones Políticas y Procedimientos electorales para el Estado de Coahuila. 

QUINTO. Por lo que teniendo a la vista dicha lista de preferencia registrada por el Partido de la Revolución Democrática para la elección de ayuntamientos, esta Comisión propone a la C. Alma Helida Ramírez Cuellar, para que la Diputación Permanente la designe como Regidora del Ayuntamiento de Sabinas, Coahuila en substitución del C. Cesar Alberto Martínez Aguilar. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión somete a consideración, discusión y, en su caso, aprobación, el siguiente: 

PROYECTO DE DECRETO

PRIMERO. Se declara vacante el cargo de Regidor del ayuntamiento de Sabinas, Coahuila, lo anterior en virtud del fallecimiento del C. Cesar Alberto Martínez Aguilar.

SEGUNDO. Se designa a la C. Alma Helida Ramírez Cuellar, Regidora del Ayuntamiento de Sabinas, Coahuila, en substitución del C. Cesar Alberto Martínez Aguilar.

TERCERO. Comuníquese en forma oficial al Ayuntamiento de Sabinas, Coahuila la designación de la C. Alma Helida Ramírez Cuellar, a efecto de que se le llame a rendir protesta y se incorpore a sus funciones como Regidora del Ayuntamiento de Sabinas, así mismo comuníquese lo anterior al Ejecutivo Estatal para los efectos procedentes. 

TRANSITORIO

ÚNICO. Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

Así, lo acuerdan los diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Sexta Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Jesús Mario Flores Garza (Coordinador), Diputado Carlos Támez Cuellar, Diputada Latiffe Burciaga Neme, Diputado Gabriel Calvillo Ceniceros, Diputado Miguel Felipe Mery Ayup, Diputada Mary Telma Guajardo Villarreal, Diputado Luis Fernando Salazar Fernández, Diputado Jesús de León Tello, Diputado Evaristo Lenin Pérez Rivera. Saltillo, Coahuila octubre 6 del año 2003. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES

Dip. Jesús Mario Flores Garza                               Dip. Carlos Támez Cuellar

Dip. Latiffe Eloisa Burciaga Neme                         Dip. Gabriel Calvillo Ceniceros

Dip. Miguel Felipe Mery Ayup                               Dip. Mary Telma Guajardo Villarreal

Dip. Luis Fernando Salazar Fernández                Dip. Jesús de León Tello
Dip. Evaristo Lenin Pérez Rivera
